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ORGANO JTTIiICIAL
CORTB SUPREMA DE JUSTICIA

SALA TBRCERA DB LO CONTBNCIOSO, ADMINISTRATIVO Y LABO

Panamá, diecisiete (17) de julio de dos mil diecisiete (

VISTOS:

El 13 de octubre de 2015, el Licenciado Jorge Hernán Rubio Carrera, Bh

nombre y en representación de la sociedad R. G. Hotels, Inc., presentó ante la

Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia, una Demanda Contencioso

Administrativa de Nulidad para que se declare nula, por ilegal, la Resolución No

24-2013 de 1 de febrero de 2013, emitida por el Ministerio de Vivienda y

Ordenamiento Territorial, en adelante, MIVIOT (FS. 1-10 del expediente).

El 24 de noviembre de 2015, se admitió la referida demanda; se envió copia

de la misma al Ministro de Vivienda y Ordenamiento Territorial, a fin de que

rindiera un informe explicativo de conducta; y se le corrió traslado a la sociedad

Grupo Tropicana, S.A., y al Procurador de la Administración (FS. 27 del

expediente)

El 16 de noviembre de 2016, se admitió a la Caja de Ahorros, como tercero

interesado en el presente proceso (FS. 52-53 del expediente).

I. LO QUE SE DEMANDA

La pretensión de la parte actora consiste en que se declare nula, por ilegal,

la Resolución N"24-2013 de I de febrero de 2013, emitida por el MlVlOT, por

medio de la cual se resolvió lo siguiente:



..PRIMERO: 
DecIaTaT APTO PARA INCORPORARSE AL RÉGIMEN

DE PROPIEDAD HORIZONTAL, la primera etapa del Proyecto
identificado con el nombre de P.H. TURÍSTICO CONDO HOTEL
IBfZA PLAYA CORONADO, construido sobre la Finca 17344, inscrita
al Tomo 434, Folio 182 de la Sección de la Propiedad del Registro
Público, Provincia de Panamá, ubicada en el Corregimiento de Las
Lajas, Distrito de Chame, Provincia de Panamá.

SEGUNDO: Aprobar el Reglamento de Copropiedad del P.H.
TURÍSTICO CONDO HOTEL IBIZA PLAYA CORONADO, cuyo
destino es para USO RESIDENCIAL/COMERCIAL, TURíSTICO.

TERCERO: Esta aprobación está sujeta al cumplimiento de las
condiciones de densidad consideradas en los Planos del proyecto,
previamente aprobados por la Autoridad Local correspondiente, y
conforme a la inspección de campo realizada, debiendo mantener los
parámetros y requisitos del Código de Zona vigente; quedando
establecido en el lnforme Técnico N"88 de 3 de enero de 2013 de la
Dirección de Propiedad Horizontal, que el proyecto posee, ciento
cuarenta y tres (143) unidades inmobiliarias de las cuales: ciento
treinta y uno (1 31 ) son unidades residenciales, siete (7) locales
comerciales, una (1) azotea y cuatro (4) amenidades del hotel.
Ciento veinte (120) espacios de estacionamientos de los cuales
ciento dieciséis (116) son para uso de las unidades inmobiliarias y
cuatro (4) estacionamientos para personas con discapacidad.

CUARTO: Comunicar a los interesados que toda modificación al
Reglamento de Copropiedad requiere para su valid ez, la aprobación
previa del Ministerio de Vivienda y Ordenamiento Territorial y que
esta Resolución surtirá sus efectos legales tan pronto sea
protocolizada e inscrita en el Registro Público." (Fs. 13-15 del
exped iente).

II. HECHOS U OMISIONES FUNDAMENTALES DE LA ACCIÓN

El abogado de la empresa recurrente señala que la sociedad Grupo

Tropicana, S.A., solicitó al MIVIOT que aprobara el Regtamento de Copropiedad

del P.H. Turístico Condo Hotel lbiza Playa Coronado, construido sobre la finca

17344, y lo declarara apto para incorporarse al Régimen de Propiedad Horizontal;

petición a la cual accedió la referida entidad pública, a través de la Resolución

N"24-2013 de 1 de febrero de 2013, por cuyo conducto declaró apto para

incorporarse al Régimen de Propiedad Horizontal la primera etapa del proyecto en

mención, y aprobó su reglamento de copropiedad, cuyo destino era para uso

residencial/comercial, turístico (FS. 6 del expediente).
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Continúa indicando que, valiéndose de la citada Resolución N'24-2013 de 1

de febrero de 2013,"lbiza" construyó los edificios lbiza Corona e lbiza Coronado, y

bajo el Régimen de Propiedad Horizontal segregó los cuartos hoteleros en fincas

independientes, así como también segregó para sí las áreas comunes, tales como

el lobby, el gimnasio, y la piscina, entre otras, a pesar que las mismas son bienes

de propiedad, beneficio y usufructo de todos los copropietarios, ello con el

propósito de ser utilizado como hipoteca a favor de la Caja de Ahorros. Añade, que

posteriormente "lbiza", con la complicidad de la Caja de Ahorros, le ofreció estos

bienes a la sociedad R.G. Hotels Inc., por intermedio de una estructura corporativa

(FS. 6 del expediente).

Manifiesta, además, que el MIVIOT no debió declarar apta para

incorporarse al Régimen de Propiedad Horizontal la primera etapa del P. H.

Turístico Condo Hotel lbiza Playa Coronado, ya que el mismo contraviene la Ley

31 de 2010, al establecerse que no se pueden segregar áreas comunes (FS.6 del

exped iente).

NORMAS QUE SE ESTIMAN VIOLADAS Y EXPLICAGIÓN
DEL CONCEPTO EN QUE LO HAN SIDO

Quien demanda estima que la Resolución N" 24-2013 de 1 de febrero de

2013, emitida por el MIVIOT, viola los artículos 15 y 16 de la Ley 31 de 18 de junio

dE 2010, "QUE ESTABLECE EL RÉGIMEN DE PROPIEDAD HORIZONTAL",IOS

cuales son del tenor siguiente:

"Artículo 15. Son bienes muebles y del dominio inalienable e
indivisible de todos los propietarios del inmueble los
siguientes:
1. En el caso de propiedad horizontal de edificios, el área de
terreno en que se encuentran construidos el edificio o los
edificios o las unidades inmobiliarias, salvo en el caso de
inmuebles construidos sobre terreno de propiedad de una o
más personas o dados en concesiones según lo previsto en el



numeral 3 del artículo 2.
2. Los bienes necesarios para la existencia, seguridad,
salubridad, conservación, apariencia y funcionamiento de las
unidades inmobiliarias.
3. Los bienes que permiten a todos y a cada uno de los
propietarios el uso y goce de una unidad inmobiliaria.
4. Los que expresamente se indiquen como tales en el
Reglamento de Copropiedad que no sean contrarios a esta
Ley."

"Artículo 16. Son bienes comunes los siguientes:
1. Los cimientos, columnas, vigas y otras partes
estructurales, techos, galerías, vestíbulos, escaleras,
corredores y vías de entrada y salida y comunicación y todas
las paredes exteriores de las fachadas de las unidades
inmobiliarias.
2. Los sótanos, azoteas, garajes o áreas de estacionamiento
de visitas, si los hubiera, patios y jardines.
3. Las áreas destinadas al alojamiento de empleados
encargados del inmueble.
4. Las áreas e instalaciones de servicios centrales, como
electricidad, gas, agua fría y caliente, refrigeración, cisternas,
tanques y bombas de agua y demás similares.
5. Los ascensores, incineradores de residuos y buzones.
6. Los artefactos, áreas e instalaciones existentes para el
beneficio común."

Al explicar cómo, a su juicio, se ha producido la violación de las

disposiciones citadas, el apoderado judicial de la actora se limita a señalar que la

Resolución No 24-2013 de 1 de febrero de 2013 fue utilizada "para segregar y

poder así ser utilizada como garantía hipotecaria en perjuicio de los propietarios

del inmLteble", y también"para ir en contra de la Ley de Propiedad Horizontal que

salvaguarda los bienes comunes de /os propietarios" (Fs. 7-B del expediente).

De igual manera, argumenta que el citado acto administrativo desconoce de

manera absoluta cuáles son los bienes comunes que la propia Ley 31 de 2010, en

su artículo 16, establece que no se pueden segregar porque pertenecen a todos

los copropietarios del P.H. Turístico Condo Hotel lbiza Playa Coronado; no

obstante, alega que el MIVIOT no salvaguardó dichos bienes comunes, pues, los

mismos fueron objetos de hipotecas y anticresis (FS. 8 del expediente).
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IV. INFORME DE CONDUCTA REQUERIDO AL MINISTRO DE VIVIENDA
ORDENAM I ENTO TERRITORIAL.

El 4 de diciembre de 2015, se recibió en la Secretaría de esta Sala el

informe de conducta rendido por el Viceministro del MlvlOT, señalando lo que a

continuación se cita:

"1. Consta que al día 16 de agosto de 2012, la firma C.F. & CO
ABOGADOS, en nombre y representación de la sociedad GRUPO
TROPICANA, S.A.,... presentó ante la Dirección de Propiedad
Horizontal del Ministerio de Vivienda y Ordenamiento Territorial,
solicitud para que se apruebe el Reglamento de Copropiedad del
P.H. TURíSTICO CONDO HOTEL IBIZA PLAYA CORONADO,
construido sobre la finca 17344...y lo declare apto para incorporarse
a.l. régimen de Propiedad Horizontal.

3. A la fecha del 22 de agosto de 2012, la Dirección de Propiedad
Horizontal del Ministerio de Vivienda y Ordenamiento Territorial,
expide el INFoRME PRELIMINAR DEL RÉG|MEN DE PROP¡EDAD
HORIZONTAL del Proyecto P.H. TURíSTICO CoNDo HoTEL ¡BIZA
PLAYA CORONADO.

4. A la fecha del 11 de septiembre de 2012, la Dirección de
Propiedad Horizontal, emite la nota N" 14.1403-413-2012, en la que
constan las observaciones realizadas a la solicitud de Incorporación
al Régimen de Propiedad Horizontal del P.H. TURíSTICO CONDO
HOTEL IBIZA PLAYA CORONADO.

5. A la fecha del 1 de octubre de 2012,la Dirección de Propiedad
Horizontal, emite la nota No. 14.1403-464-2012, en la que constan
segundas observaciones realizadas a la solicitud de Incorporación al
Régimen de Propiedad Horizontal del P.H. TURíSTICO CONDO
HOTEL IBIZA PLAYA CORONADO.

7 . A la fecha del 18 de octubre de 2012, la Dirección de Propiedad
Horizontal, emite la nota No.14-1403-504-2012, en la que constan
terceras observaciones realizadas a la solicitud de Incorporación al
Régimen de Propiedad Horizontal del P.H. TURíSTICO CONDO
HOTEL IBIZA PLAYA CORONADO.

8. A la fecha del 31 de octubre de 2012, la Dirección de Propiedad
Horizontal, emite la nota No.14.1403-525-2012, en la que constan
observaciones realizadas a la solicitud de Incorporación al Régimen
de Propiedad Horizontal del P.H. TURiST¡co coNDo HOTEL lBlzA
PLAYA CORONADO.

9. A la fecha del 3 de enero de 2013, la Dirección de Propiedad
Horizontal del Ministerio de Vivienda y Ordenamiento Territorial,
expide el INFORME FINAL DEL RÉGIMEN DE PROPTEDAD
HORIZONTAL del Proyecto P.H. TURíSTICO CONDO HOTEL IBIZA
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PLAYA CORONADO.

11. Mediante Resolución No.24-2013 de 1 de febrero de 2013,
emítida por la Dirección de Propiedad Horizontal del Ministerio de
Vivienda y Ordenamiento Territorial, se resuelve:

12. A la fecha del 25 de septiembre de 2A15, la Dirección de
Propiedad Horizontal, mediante Memorándum N'14-1400-468-201 5,
remite a la Directora de Recursos Humanos información referente a
'nombres y generales completas de los funcionarios y ex funcionarios
que tuvieron participación dentro del Proceso de Incorporación al
Régimen de Propiedad Horizontal del P.H. Turístico Condo Hotel
lbiza Playa Coronado', solicitado por la Fiscalía Séptima de Circuito
del Primer Circuito Judicial de Panamá...

13. A la fecha del 25 de septiembre de 2015, la Dirección de
Propiedad Horizontal, emite el Memorando N"14-1400-469-2015, en
el que da respuesta al oficio... de Ia Fiscalía Séptima de Circuito del
Primer Circuito Judicial de Panamá, designando a dos funcionarios
conocedores del 'Procedimiento de Incorporación al Régimen de
Propiedad Horizontal de P.H. Turísticos'." (FS. 29-34 del expediente).

V. OPINIÓN DEL PROCURADOR DE LA ADMINISTRACIÓ¡¡

En cumplimiento de lo dispuesto por el numeral 3 del artículo 5 de Ia Ley 38 de

2000, el Procurador de la Administración remitió a esta Sala la Vista N'047 de 11

de enero de 2017 , a través de la cual emitió concepto respecto de la demanda

contencioso administrativa de nulidad que motivó el negocio jurídico bajo examen

(FS. 60-66 del expediente).

En tal sentido, el referido servidor público solicita a este Tribunal se sirva

decfarar que no es ilegal la Resolución No 24-2013 de 1 de febrero de 2013,

emitida por el MIVIOT; criterio que, en lo medular, sustenta de la siguiente manera.

"Para una mejor explicación, consideramos importante citar la parte
resolutiva del acto objeto de reparo:

De la lectura del fragmento citado, se observa que la Resolución 24-
2013 de 1 de febrero de 2013, acusada de ilegal, no tuvo por
finalidad, como erradamente indica la actora, convertir bienes
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comunes en bienes privativos; ya que, como se desprende de su
lectura, la misma se limitó a declarar la aptitud para ser incorporada
al régimen de propiedad horizontal una determinada mejora y no a
modificar bienes que previamente hubiesen sido definidos de una u

otra forma.

En atención al análisis que estamos efectuado, para esta
Procuraduría resulta necesario aclarar algunas imprecisiones en las
que incurre la empresa R.G. Hotels Inc.; puesto que no es cierto que
valiéndose de la Resolución 24-2013 de 1 de febrero de 2013, se
hayan construido las mejoras consistentes en los edificios lbiza
Corona e lbiza Coronado; ya que, tal y como se indica en el acto
impugnado, mediante la Resolución 210 de 17 de mayo de 2011 ,la
Dirección de Ingeniería Municipal de Chame expidió el permiso de
construcción 113 de 17 de mayo de 2011, para las mencionadas
mejoras, por lo que la construcción de estos edificios en nada
dependían de la emisión de la resolución objeto de reparo...debido a
que la habilitación para la construcción de este tipo de proyectos es
potestad del municipio respectivo.

Por otro lado, la resolución acusada de ilegal, no segregó áreas
comunes. Debemos recordar que la Resolución 24-2013 de 1 de
febrero de 2013, objeto de controversia, es el originario, es decir, que
es el acto a través del cual se definen los espacios en el P.H., ya sea
como bien común o como bien privativo, motivo por el cual resulta
jurídicamente imposible indicar que a través de la resolución objeto
de reparo, se realizaron segregaciones de áreas comunes, cuando
en realidad lo que se hizo a través de ésta, fue definir primariamente
qué iba ser bien común y qué, bien privativo.

En este sentido, si bien un determinado espacio puede cambiar su
destino, esto se podrá realizar por medio de una resolución posterior
a la de la incorporación al régimen de propiedad horizontal y previo
cumplimiento de los requisitos establecidos en la ley, por lo que
indicar que a través de una misma resolución se estableció un
determinado carácter a ciertos espacios y que luego por conducto
del mismo acto se segregaron esos espacios cambiando el uso o
destino en ella aprobados, resulta una evidente contradicción.

En lo que respecta al tema de fondo dentro de la causa que ocupa
nuestra atención, el cual es la posibilidad de convertir un bien común
en un bien privativo, este Despacho considera pertinente indicar que
de conformidad con el artículo 18 de la Ley 31 de 2010, sí es
jurídicamente viable modificar el uso o destino de áreas sean éstas,
privativas o comunes, siempre y cuando se cumplan con las
formalidades ah í establecidas.

Así las cosas, el artículo en mención es del tenor siguiente:

La norma citada establece claramente la posibilidad de modificar el
uso o destino de una determinada área de un P.H., estableciéndose
en él también las condiciones y requisitos que deben concurrir a fin
que esta modificación pueda resultar viable.
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En esa línea de pensamiento, la modificación de un bien común a un
bien privativo podrá darse siempre que éstos no sean indispensables
para la existencia, seguridad y conservación de la propiedad
horizontal, lo que nos lleva a preguntarnos si una piscina o un
gimnasio son bienes indispensables para la existencia de un
inmueble incorporado al régimen de propiedad horizontal, respuesta
que evidentemente es no.

Dicho lo anterior, en cuanto a la supuesta violación de los artículos
15 y 16 de la Ley 31 de 2010...debemos recalcar que el análisis de
estas normas no se puede realizar de manera aislada como lo está
haciendo la empresa R.G. Hotels Inc.; toda vez que esto traeria
como consecuencia la desatención a excepciones o procedimientos
contenidos en la propia norma.

Indicamos lo anterior; puesto que solo dos (2) artículos después a los
alegados como vulnerados y que nos referimos en el párrafo que
precede, disponen el procedimiento y los requisitos a cumplir a fin de
poder convertir un bien común a un bien privativo o viceversa.
..." (Fs. 60,66 del expediente).

vl. oPlNlÓtt DEL TERCERO TNTERESADO (CAJA DE AHORROS)

En el presente proceso, la Caja de Ahorros interviene en calidad de tercero

interesado, con el propósito de oponerse a la pretensión formulada por la sociedad

R.G. Hotels Inc., S.A. (FS. 56-59 del expediente).

Respecto a los cargos de infracción aducidos en la demanda, la

prenombrada expresa lo que a seguidas se copia:

"... consideramos que la pretensión carece de sustento legal debido a
que se pretende eliminar como fincas o unidades inmobiliarias
bienes que tienen la calidad de bienes privativos es decir que no
están sujetos a lo definido en el artículo 42 de la ley No. 31 de 18 de
junio de 2010, es decir bienes comunes y del dominio inalienable e
indivisible de los copropietarios, lo cual causaria perjuicios a los otros
adquirientes de bienes privativos. Además que esto sería ir contra los
actos propios, toda vez que la sociedad demandante.. . conoce
perfectamente que determinados bienes de un complejo residencial
no ostenten la calidad de bienes comunes, de acuerdo con lo que se
establece en el Reglamento de Copropiedad, por lo que en la Ley No
31 de 18 de junio de 2010, por lo que consideramos que estas
aseveraciones son carentes de sustentación. Cabe indicar que la
Caja de Ahorros, ho otorgó ningún consentimiento previo a la
aprobación por parte del Ministerio de Vivienda y Ordenamiento
Territorial, por lo que mal puede la Caja de Ahorros, convertirse en
cómplice de esta operación.

Con relación al fundamento de la pretensión. .. ninguna de las
unidades inmobiliarias se encuentran comprendidas dentro de lo que
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define la ley como bienes comunes y del dominio inalienable e
indivisible, de conformidad con lo que establece el artículo 15 de la
ley 31 de 18 de junio de 2010, tales como el área del terreno en que
se encuentran construidos el edificio o los edificios de las unidades
inmobillarias, los bienes necesarios para la existencia, seguridad,
salubridad conservación apariencia y funcionamiento de las unidades
inmobiliarias, ni mucho menos forman parte de los bienes que
permiten a todos y a cada uno de los propietarios el uso y goce de la
unidad inmobiliaria.

Es por ello que no se configura la violación alegada a los artículos 15
y 16 de la Ley 31 de 18 de junio de 2010, toda vez que las unidades
inmobiliarias que se originaron en nada contravienen estas
disposiciones.
... " (FS. 56-59 del expediente).

VII. ALEGATOS

En tiempo oportuno, el tercero interesado, Caja de Ahorros, presentó escrito

de alegatos, en el cual reiteró su respectiva postura, a la cuat nos hemos referido

en el apartado anterior respectivo (FS. 78-79 del expediente).

ANALISIS DE LA SALA TERCERA

Una vez cumplido el trámite procesal de rigor, y luego de haber determinado

las razones en las cuales se sustenta la pretensión formulada por la parte actora,

así como la posición que al respecto mantiene tanto el funcionario demandado,

como el Procurador de la Administración y el tercero interesado, esta Sala

procederá a resolver el fondo del presente proceso.

En ese sentido, iniciamos señalando que el control de la legalidad de los

actos de la Administración Pública, atribución ésta que nos otorga el numeral 2 del

artículo 206 de la Constitución Política de la República y el artículo g7 del Código

Judicial, tiene como finalidad determinar si dichos actos son violatorios o no de la

ley, concretamente, si son contrarios o no al sentido y al alcance de las

disposiciones que se aducen infringidas; razonamiento del cual se desprende con

claridad que los argumentos en los cuales se sustenta la violación de las normas
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invocadas deben guardar relación con el contenido de éstas y con la decisión

adoptada mediante el acto administrativo impugnado.

Visto lo anterior, se advierte que el acto de la Administración Pública que en

esta oportunidad ha sido sometido al control de la legalidad que ejerce la Sala

Tercera de la Corte Suprema de Justicia es la Resolución N"24-2013 de 1 de

febrero de 2013, emitida por el MlVlOT, por medio de la cual se resolvió, entre

otras cosas, declarar apto para incorporarse al Régimen de Propiedad

Horizontal la primera etapa del proyecto denominado P.H. Turístico Condo Hotel

lbiza Playa Coronado, construido sobre la finca 17344, ubicada en el

corregimiento de Las Lajas, distrito de Chame, provincia de Panamá; y aprobar el

Reglamento de Copropiedad del mencionado P.H., cuyo destino es para uso

residencial/comercial, turístico (FS. 1 3-1 5).

En este orden de ideas, es dable anotar que de acuerdo con el artículo 1 de

fa Ley 31 de 2010, el Régimen de Propiedad Horizontal regula la propiedad

horizontal como un tipo especial de propiedad, construida sobre unidades

inmobiliarias, susceptibles de aprovechamiento independiente y con acceso a la

vía pública, en donde coexisten la propiedad singular sobre los bienes privados y

la copropiedad sobre los bienes comunes; y según el artículo 35 del mismo cuerpo

normativo, la incorporación de un proyecto a dicho régimen se constituye en

dos fases, las cuales son:

"Artículo 35. El Régimen de Propiedad Horizontal se
constituye en dos fases:

1. a La aprobación del Ministerio de Vivienda y
Ordenamiento Territorial, mediante resolución, de que el
proyecto a desarrollarse sea apto para incorporarse al
Régimen de Propiedad Horizontal, para los cual deberán
aportarse los planos previamente aprobados por las
autoridades competentes y el Reglamento de
Copropiedad del proyecto.

10
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La incorporación al Régimen de Propiedad Horizontal será
irrevocable, con las excepciones previstas en el artículo 78.

2. a La protocolización, ante Notario, de ta resotución emitida
por el Ministerio de Vivienda y Ordenamiento Territorial y del
Reglamento de Copropiedad, con expresión del destino del
proyecto y sus unidades inmobiliarias, y se acompañará de
una descripción de cada unidad y el número y fecha del plano
respectivo. La escritura pública deberá inscribirse en el
Registro Público, previo cumplimiento de los requisitos
legales."

Nótese que de conformidad con la norma citada, la aprobación por parte del

MIVIOT para ta incorporación de un proyecto al Régimen de Propiedad Horizontal,

está condicionada a la entrega de los planos previamente aprobados por las

autoridades competentes, y de su Reglamento de Copropiedad; documentos que,

según se expone en la parte motiva de la Resolución N'24-2A13 de 1 de febrero

de 2013, fueron aportados por la sociedad Grupo Tropicana, S.A., junto con su

solicitud de aprobación del Reglamento de Copropiedad del P.H. Turístico Condo

Hotel lbtza Playa Coronado, y de declarar a este último apto para incorporarse al

Régimen de Propiedad Horizontal. Veamos:

"Que dentro de la presente solicitud consta la siguiente
documentación: ...d) El juego completo de los planos de
plantas y elevaciones del PH TURISTICO CONDO HOTEL
lBlzA PLAYA coRoNADo, que se desea destinar al
Régimen de Propiedad Horizontal para USO RESIDENCIAL,
COMERCIAL/TURíSTICO; e) Tres ejemplares del
Reglamento de Copropiedad que ha de regular el ejercicio
de los derechos y obligaciones de los copropietarios del
Edificio y la forma como éste se ha de administrar..." (FS. 13
del expediente).

Aunado a lo anterior, efl la resolución acusada de ilegal se expresa que

dichos planos fueron revisados por la Dirección de Propiedad Horizontal del

MIV¡OT, y que las observaciones técnicas y legales formuladas a la solicitud de

incorporación al Régimen de Propiedad Horizontal del P.H. Turístico Condo Hotel

lbiza Playa Coronado y de la aprobación de su Reglamento de Copropiedad

fueron subsanadas por la peticionaria. Citemos:

11



"Que de acuerdo al Informe Técnico No.88-12 de tres (3) de enero de
2013, elaborado por la Dirección de Propiedad Horizontal y conforme
a lo establecido en la Resolución No. 46-94 de 16 de marzo de 1994,
se han revisado los planos y documentos relativos a los aspectos
técnicos y realizada la inspección ocular respectiva, se ha podido
verificar lo siguiente: a) Que pueden definirse y reconocerse los
bienes de dominio privado y los bienes comunes; b) Que el
Proyecto cumple con las condiciones necesarias para asegurar una
completa independencia entre las distintas unidades inmobiliarias; c)
Que en lo referente a los aspectos estructurales, visible y de
distribución, se considera al proyecto, ApTo PARA
INCORPORARSE AL RÉGIMEN DE PROPIEDAD HoRIZoNTAL;

Que mediante Nota No -3- de cuatro (4) de enero de 2013, se hace
constar que las observaciones legales y técnicas realizadas a través
de las Notas No. 14.1403.413.2012, 14.1403.464.2012,
14.1403.504.2012 y 14.1403.-525-2012 de 11 de septiembre, 1' de
octubre, 18 de octubre y 31 de octubre de 2012, respectivamente a
la Solicitud de Régimen de Incorporación de Propiedad Horizontal
fueron debidamente subsanadas por la parte interesada." (FS. 14 del
exped iente).

Por otra parte, en cuanto a la aprobación del Reglamento de Copropiedad,

mismo que es definido en el numeral 2T del artículo 5 de la Ley 31 de 2010, como

ef "Coniunto de normas, derechos y obtigaciones de /os propietarios de /as

unidades inmobiliarias que se encuentran suiefas at Régimen de Propiedad

Horizontal", el artículo 43 de dicho texto legal establece lo siguiente:

"Artículo 43. El Reglamento de copropiedad deberá
mínimo, sin perjuicio de otras disposiciones que
juzguen necesarias para el mejor funcionamiento
siguiente:

contener, como
los propietarios

del Régimen, lo

1. El nombre con el cual se denominará la propiedad
horizontal.
2. Determinación del uso o usos a que se destinará la
propiedad horizontal. En el caso de multiuso deberán definirse
las áreas o los pisos. En el caso de edificaciones, cada uso
deberá ser enmarcado dentro de las normas de zonificación
vigentes que al efecto haya establecido el Ministerio de
Vivienda y Ordenamiento Territorial.
3. La forma de convocatoria y periodicidad de las sesiones
de la Asamblea de Propietarios.
4. La mayoria necesaria para celebrar sesiones ordinarias y
extraordinarias de la Asamblea de Propietarios y para adoptar
resoluciones y acuerdos válidos, cuando se trata de casos en
que la ley no exija un determinado porcentaje.
5. La fecha en la que se efectúe la sesión anual ordinaria de
la Asamblea de Propietarios.
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6. Las facultades, obligacíones y funciones de la Junta
Directiva y sus dignatarios.
7. El mecanismo de designación del Administrador,
facultades, obligaciones y período de duración.
8. El señafamiento de la fecha en que el Administrador debe
rendir informe de su gestión.
9. La obligatoriedad de la administración de presentar un
presupuesto anual de ingresos y egresos ante la Asamblea de
Propietarios.
10. La tabla de valores y porcentajes, contentiva del valor de
cada unidad inmobiliaria, que inctuye el valor del terreno y
mejoras, así como el coeficiente de participación de éstai
sobre los bienes comunes.
11. Obligación del Secretario de llevar un libro o registro de
actas de las sesiones de la Asambrea de propietarios y un
libro o registro de las sesiones de la Junta Directiva.
12. La obligación del Tesorero de llevar un libro o registro de
íngresos y egresos y presentar anualmente un informe
auditado, cuando existan más de veinte unidades
inmobiliarias.
13. La descripción de las reservas que haga el promotor, que
tendrán un período de vigencia máximo de diez años, siendo
nula cualquier estipulación en contrario, de conformidad con lo
establecido en esta Ley y la reglamentación que sobre esta
materia dicte el Ministerio de Vivienda y ordenamiento
Territorial."

Al respecto, en er acto administrativo impugnado se

Reglamento de Copropiedad del P.H. Turístico Condo Hotel lbiza

contiene "las mate¡rias mínimas esfaó tecidas en el artículo 43 de

de junio de 2010", arriba citado (F. 14 del expediente).

indica que el

Playa Coronado

la Ley 31 de 18

En este contexto, ha quedado definido qué se resolvió a través de la

Resolución N'24-2013 de 1 de febrero de 2013, objeto de reparo, y cuáles son las

disposiciones tegales que rigen la decisión en ella adoptada, mismas que af ser

confrontadas con la citada resolución, revelan que fueron atendidas por la entidad

demandada.

Ahora bien, tal como lo indicamos en el tercer apartado de esta resolución

judicial, las normas que se estiman violadas por la Resolución N"24-2013 de 1 de

13
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febrero de 2013, son los artículos 15 y 16 de la Ley 31 de 2010,los cuales, en su

orden, enumeran los bienes comunes y del dominio inatienable e indivisible de

todos los propietarios del inmueble, así como los bienes comunes; normas cuyos

cargos de ilegalidad se sintetizan en los siguientes argumentos:

"...fa Resolución No. 24-2013 de 1 de febrero de 2013...fue utilizada
para segregar y poder así ser utilizada como garantía hipotecaria en
perjuicio de los propietarios del inmueble; no obstante, esta
resolución fue utilizada para ir en contra de la Ley de Propiedad
Horizontal que salvaguarda los bienes comunes de los propietarios."
(Fs. 7-B del expediente).

"...!a Resolución No. 24-2013 de 1 de febrero de 2013... desconoce
de manera absurda cuáles son los bienes comunes que la misma
Ley 31 establece en su artículo 16 y sus numerales, los cuales no se
pueden segregar porque forman parte de todos tos copropietarios del
mencionado P.H., mal pudo el Ministro de Vivienda y Ordenamiento
Territorial ordenar mediante citada Resolución la segregación de la
Finca 17344, sin que se salvaguardaran ros bienes cómunes, que en
este caso fueron sujeto de hipotecas y anticresis." (F. g del
expediente judicial).

Como se observa, la demandante fundamenta la presunta violación de las

normas invocadas en la premisa de que a través de la Resolución N'2 4-2013 de 1

de febrero de 2013, el MIVfOT incurrió en la prohibición de segregar áreas

comunes para convertirlas en áreas privativas, en perjuicio de los copropietarios

del edificio. Sin embargo, este Tribunal es del criterio que dichos cargos de

ilegalidad de ninguna manera guardan relación con el acto administrativo

impugnado, puesto que, tal como lo manifestó el Procurador de la Administración 
o.

en su Vista N'047 de 11 de enero de 2017, através de la Resolución N' 24-2013

de 1 de febrero de 2013, el MIVIOT se limitó a declarar apta para incorporarse al

Régimen de Propiedad Horizontal la primera etapa del proyecto denominado p.H.

Turístico Condo Hotel lbiza Playa Coronado, y a aprobar su Reglamento de

Copropiedad, de ahí que resulte totalmente infundado que la parte actora alegue

que mediante dicho acto administrativo, el MIVIOT haya segregado unidades

t4
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inmobifiar¡as para convertirfas en fincas independientes y áreas comunes para

convertirlas en bienes privativos.

sobre ef particular, cabe señalar que si bien es cierto que la determinación

de las áreas comunes y privativas del Régimen de propiedad Horizontal es un

aspecto evaluado por el Mlvlor al momento de aprobar que un proyecto es apto
para incorporarse a dicho régimen, conforme se cofige del artícufo 36 de la Ley 31

de 2010 y se expone en la resolución acusada de ilegal (fs 14), ello no significa
que dicha entidad pÚblica esté modificando taf determinación, es decir, variando
bienes comunes a bienes privativos, como erradamente asevera la sociedad
demandante, puesto que, en todo caso, dicha modificación, además de estar
sujeta al cumplimiento de otros requisitos legales (artículo 1g de la Ley 31 de
2010)' deberá resolverse a través de un nuevo acto administrativo, que es
posterior a la resofución de incorporación al Régimen de propiedad Hori zontal, y
que no es el que se demanda en este caso.

Por lo anterior, coincidimos con la opínión del procurador de la /
Administración, en el sentido que: "si bien un determinado espacio puede cambiar
su destino' esfo se podrá realizar por medio de una resolución posterior a la de la
incorporaciÓn al régimen de propiedad horizontat y previo cumplimiento de /os
requisitos esfab lecidos en la ley, por lo que indicar que a través de una misma
resolución se estableció un determinado carácter a ciertos espacio s y que luego
por conducto del mismo acto se segre garon esos espacios cambiando el uso o
destino en ella aprobados, resulta una evidente contradicción,, (Fs. 64-65 del
expediente).

Lo anteriormente expuesto, indudablemente pone de manifiesto una fafta de
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congruenc¡a entre los cargos de ilegalidad formulados en la demanda que dio

origen al presente proceso y la decisión contenida en la Resolución N"2 4-2013 de

1 de febrero de 2013, acusada de ilegal. Ello, aunado al escaso caudal probatorio

que, por una parte, impide a este Tribunal comprender mejor las afirmaciones

hechas por la parte actora y, por la otra, no logra desvirtuar et hecho de que la

entidad demandada se ciñó a la normativa que regula la materia, conllevan a este

Tribunal a declarar que el acto administrativo impugnado no es ilegal.

En este escenario, consideramos oportuno traer a colación que en nuestra

legislaciÓn rige el principio de presunción de legalidad de los actos

administrativos; precepto respecto al cual jurista colombiano Libardo Rodriguez

R., ha expresado lo siguiente:

,;r",il":,"J,:i',TsiJff i",33',:.ii:':llil,3;#?3',:',x1
consideran ajustados a derecho m ientras no se
demuestre lo contrario. En la práctica este principio se
traduce en que los actos mencionados deben ser obedecidos,
tanto por las autoridades como por los particulares, desde el
momento en que comienza su vigencia y mientras no sean
declarados inconstitucionales o ilegales por la autoridad
competente, o no pierdan su. vigencia por otra causa,,. (La
negrilla es nuestra) (RODRiGUEZ R., Libardo. Derecho
Administrativo. Editorial Temis, S.A., Bogotá-Colombia 2008.
Página 312).

De igual manera, estimamos pertinente anotar que este Tribunal en

Sentencia de 26 de mayo de 2016, bajo la ponencia del Magistrado Abel

Zamorano, expuso las siguientes consideraciones en torno al principio de

presunción de legalidad de los actos administrativos:

En primer lugar,
hechos, que en
'presunción de
significa no sólo

no debe perderse de vista, con relación a estos
nuestro ordenamiento jurídico rige el principio de
legalidad'de los actos administrativos, lo cual
que éstos se consideran ajustados al ordenamiento
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jurídico, sÍno también que quien alega su ilegalidad debe demostrarla
plenamente.

Las consideraciones anteriores han sido reconocidas por la Sala
Tercera en reiteradas oportunidades, indicando que la presunción de
legalidad es'la convicción, fundada en la Constitución y en la Ley, en
virtud de la cual se estima o asume que un acto emanado de quien
ostenta la calidad de funclonario público y dictado en ejercicio de sus
funciones, fue expedido con arreglo al orden jurídico, cumpliendo las
condiciones formales y sustanciales necesarias para que dicho acto
sea válido y pueda, entonces, llegar a ser eficaz' (Auto de 31 de julio
de 2002, dictado dentro del proceso contencioso administrativo de
nulidad propuesto por Teresita Yanis de Arias, Pedro González, Eric
López, Aníbal Culiolis y Miguel Bush Rios, para que se declare nula,
por ilegal, la Resolución N" 14 de 13 de mayo de2002. dictada por el
Ministerio de Comercio e Industrias).

Ahora bien, la jurisprudencia de la Sala Tercera ha indicado
igualmente que la presunción de legalidad que ampara los actos
administrativos es una presunción iuris tantum, 'es decir, que no es
absoluta, sino que puede ser desvirtuada mediante prueba en
contrario'. (Sentencia de 19 de septiembre de 2000, dictada dentro
del proceso contencioso administrativo promovido por Rotando
García contra la Administración Regional de Ingresos de ta Provincia
de Panamá).

En seguimiento de lo anterior, sobre el tema de la presunción de
legalidad, el autor español LIBARDO ORLANDO RIASCOS GóMEZ,
ha indicado que la misma 'consiste básicamente en que todo acto en
tanto se haya expedido por autoridades estatales o personas
particulares con función pública se entienden conforme al
ordenamiento jurídico vigente y si alguien quiere probar lo contrario,
deberá demandar ante la jurisdicción contencioso administrativo que
no existe tal presunción, pues esta es iuris tantum...'. (RIASCOS
CÓn¿fZ, Libardo Ortando. El Acto Administrativo, Segund'a Edición,
Grupo Editorial lbáñez, Bogotá ,2013, página 23S).

En vista que no se ha producido la violación de las normas invocadas por la

parte actora en su demanda, y en atención al principio de presunción de legalidad

de los actos administrativos, este Tribunal procederá a declarar que no es ilegal la

Resolución N"24-2013 de 1 de febrero de 2013, objeto de reparo.

PARTE RESOLUTIVA

Por las consideraciones previamente expuestas, la Sala Tercera de ta Corte

Suprema de Justicia, administrando justicia en nombre de la República y por
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autoridad de la Ley, DECLARA QUE NO

1 de febrero de 2013, emitida por el

Territorial.

NOTIFIQUESE,

ES ILEGAL la Resolución N'24-2013 de

Ministerio de Vivienda y Ordenamiento

MAGISTRADO

ABEL AUGUS ORANO
MAGIS DO

SEGR
OSAS

SALA TERCERA

Sala lll cie la Corte Supre

NorFreuEsE HoY 
j ur&
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